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“por la cual se reglamenta el ejercicio del 
Derecho de Huelga en los Servicios Públicos, 
y se establecen medios de solución pacífica 

de los conflictos colectivos de trabajo”.

El Congreso de Colombia, 
DECRETA;

Artículo l2. Servicios públicos esencia­
les. Definición. Servicios públicos esencia­
les son aquellos que, independientemente 
del régimen público o privado de su presta­
ción, su mantenimiento resulta necesario 
para garantizar los derechos de las personas 
en su vida, seguridad y salud, o cuya inte­
rrupción puede provocar graves perjuicios a 
la economía nacional o perturbaciones en la 
vida colectiva que puedan llegar a ser 
lesivas para la comunidad.

En consecuencia, son servicios públicos 
esenciales, entre otros, las actividades rela­
cionadas con:

a) La función pública en la cual se ejercen 
actos de autoridad en nombre del Estado en 
la Rama Ejecutiva;

b) Las relacionadas con las funciones 
legislativas y judicial, y las de los órganos 
autónomos e independientes de que trata el 
artículo 113 de la Constitución Política;

c) Las vinculadas con la defensa y segu­
ridad nacionales prestadas por la fuerza 
pública;

d) Las de establecimientos sanitarios de 
toda clase, tales como hospitales y clínicas;

e) Las relativas a la salud, la higiene y el 
aseo de las poblaciones;

f) Los servicios del Sistema General de 
Seguridad Social en salud, y los del Sistema 
General de Pensiones en aquellas activi­
dades directamente vinculadas con su reco­
nocimiento y pago;

g) Los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto, alcantarillado, aseo, energía 
eléctrica, distribución de gas combustible, 
telefonía fija pública básica conmutada, 
telefonía local móvil en el sector rural, 
servicio público de larga distancia nacional 
e internacional, y las actividades comple­
mentarias a la prestación de estos servicios;

h) Las empresas regulares de transporte 
colectivo por tierra, agua y aire;

i) Los servicios de puertos aéreos, marí­
timos, fluviales y terrestres;

j) La banca central y establecimientos 
financieros y/o bancarios;

k) Explotación, refinación, transporte y 
distribución de petróleo y sus derivados;

l) Las telecomunicaciones y el uso del 
espectro electromagnético;

m) La prevención y atención de desas­
tres; y,

n) El control del tráfico aéreo.

Artículo 2S. Prohibición de la huelga en 
los servicios públicos esenciales. Se prohíbe 
la huelga en los servicios públicos esen­
ciales a que se refiere el artículo preceden­
te. En consecuencia los conflictos colecti­
vos de trabajo que se presentaren en los 
mismos y que no se hubieren solucionado 
directamente por las partes, serán someti­
dos obligatoriamente a la decisión del Tribu­

nal Permanente de Arbitramiento que se 
crea por esta ley.

Artículo 32. Servicio público. Se consi­
dera servicio público, toda actividad orga­
nizada que tienda a satisfacer necesidades 
de interés general en forma regular y conti­
nua, de acuerdo con un régimen jurídico 
especial, bien que se realice por el Estado 
directa o indirectamente, o por personas 
privadas.

Son, por tanto servicio público, activida­
des tales como las siguientes:

a) La educación;

b) Los correos;
c) Los sistemas de riego;
d) La de explotación, elaboración y dis­

tribución de sal;
e) Las de plantas de leche, plazas de 

mercado y centros de abastos y de acopio y 
todos los organismos de distribución de 
estos establecimientos;

f) El transporte de carga;
g) La televisión;
h) Las de establecimientos de asistencia 

social de caridad y de beneficiencia.
Artículo 42. Determinación de activida­

des como de servicio público. Si se 
presentare alguna duda sobre la calidad de 
servicio público de otra actividad no seña­
lada en el artículo anterior, de oficio o a 
solicitud de parte interesada, el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social hará la decla­
ración a que haya lugar. La resolución que lo 
decida no tendrá recurso alguno en la vía 
gubernativa, y contra ella procederán las
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acciones pertinentes ante el Consejo de Es­
tado.
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Artículo 72. Aviso 
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diente, o los trabajadores en su defecto, 
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Seguridad Social, y al empleador, para que 
éstos informen al público o a los usuarios 
de este hecho y de los servicios mínimos 
que se prestarán durante la huelga.

Artículo 8S. Derechos de los usuarios de 
los servicios públicos. Los usuarios de los 
servicios públicos podrán acudir ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
para que durante el desarrollo de la huelga 
se dé cumplimiento a la prestación de los 
servicios mínimos.

Artículo 92. El artículo 450 del Código 
Sustantivo del Trabajo, subrogado por el 
artículo 65 de la Ley 50 de 1990, quedará 
así:

Casos de ilegalidad y sanciones
1. La suspensión colectiva del trabajo es 

ilegal en cualquiera de los siguientes casos:
a) Cuando se trate de un servicio público 

esencial;
b) Cuando no se hayan fijado previamen­

te, o no se cumpla con la prestación de los 
servicios mínimos en las actividades 
calificadas como de servicio público;

c) Cuando no se haya cumplido previa­
mente el procedimiento de arreglo directo;

d) Cuando se efectuare antes o después 
de los términos establecidos para hacer 
efectiva la huelga;

e) Cuando persiga fines distintos de los 
profesionales o económicos;

f) Cuando no haya sido declarada por la 
asamblea general de los trabajadores en los 
términos previstos en la presente ley;

g) Cuando no se limite a la suspensión 
pacífica del trabajo, y

h) Cuando se promueva con el propósito 
de exigir a las autoridades la ejecución de 
algún acto reservado a la determinación de 
ellas.

2. Declarada la ilegalidad de una sus­
pensión o paro del trabajo, el empleador 
queda en libertad de despedir por tal moti­
vo a quienes hubieren intervenido o partici­
pado en él, y respecto a los trabajadores 
particulares y servidores públicos ampara­
dos por el fuero el despido no requerirá 
calificación judicial.

3. El Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, el Ministerio Público, o el empleador 
afectado, podrán solicitar a la justicia labo­
ral la suspensión o cancelación de la 
personería jurídica del sindicato, conforme 
al procedimiento señalado en el artículo 52 
de la Ley 50 de 1990.

4. Las sanciones a que se refiere el inciso 
anterior no excluyen la acción del empleador 
contra los responsables para la indemni­
zación de los perjuicios que se le hayan 
causado.

Artículo 10. Decisión de convocar Tri­
bunal de Arbitramento Obligatorio de sin­

dicatos minoritarios. Al artículo 444 del 
Código Sustantivo del Trabajo, subrogado 
por el artículo 61 de la Ley 50 de 1990, se 
adiciona el siguiente parágrafo:

Si el sindicato o sindicatos -de empresa, 
de industria o por rama de actividad econó­
mica, o gremial- que promueven el conflicto 
no agrupan en sus afiliados a la mayoría de 
los trabajadores de la empresa y no logran 
reunir la mayoría requerida en este artículo; 
en la misma asamblea podrán someter el 
conflicto colectivo de trabajo a la decisión 
de un tribunal de arbitramento, con la asis­
tencia de los afiliados al sindicato o sindica­
tos de la respectiva empresa.

Artículo 11. Tribunal Permanente de 
Arbitramento. Para resolver los conflictos 
económicos colectivos, créase a cargo de la 
Nación un Tribunal permanente de 
Arbitramento, el cual tendrá su sede en la 
ciudad de Santafé de Bogotá, D. C.

Parágrafo transitorio. El Tribunal Perma­
nente de Arbitramento funcionará a partir 
del l2 de enero de 1997. Entre tanto seguirán 
vigentes los artículos 453 al 461 del Código 
Sustantivo del Trabajo.

Artículo 12. Integración del Tribunal 
Permanente de Arbitramento. El Tribunal 
Permanente de Arbitramento estará integra­
do por dos (2) Salas especializadas de 
acuerdo con los sectores de la actividad 
económica del país y a la frecuencia y 
complejidad de los respectivos conflictos, 
según reglamentación que expedirá el pro­
pio Tribunal.

Cada Sala estará integrada por tres (3) 
árbitros de los cuales dos (2) serán aboga­
dos y uno (1) profesional universitario experto 
en economía.

Parágrafo. El número de árbitros podrá 
ser variado por el Gobierno Nacional aten­
diendo la necesidad de solucionar los asun­
tos sometidos a su competencia y las dispo­
nibilidades de presupuesto. Igualmente el 
Gobierno, cuando las circunstancias así lo 
aconsejan, podrá crear Salas con sede en 
otras ciudades.

Artículo 13. Sistema para la integra­
ción. El Tribunal Permanente de Arbitramento 
se integrará así:

1. Las centrales obreras y los gremios 
representados en el Consejo Nacional La­
boral, o el organismo que haga sus veces, 
presentarán al Gobierno Nacional, dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la expedi­
ción de esta ley, a través del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, sendas listas 
con los nombres de treinta (30) profesiona­
les universitarios abogados y diez (10) ex­
pertos en economía.

2. De las listas presentadas, el Gobierno 
Nacional escogerá cuatro (4) abogados y 
dos (2) economistas, dos (2) abogados y un 
(1) economista de cada una de ellas.
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3. Si dentro del plazo señalado los secto­
res, o alguno de ellos, no presentaren las 
listas de que trata este artículo, el Gobierno 
hará las designaciones respectivas con pro­
fesionales que llenen los requisitos de que 
trata el artículo 14 de esta ley.

Parágrafo l2. Los árbitros serán designa­
dos para períodos de cuatro años y podrán 
ser reelegidos indefinidamente. Sólo, por la 
primera vez, la designación se hará por dos 
(2) años para tres (3) de los integrantes del 
Tribunal Permanente de Arbitramento.

Parágrafo 22. Efectuadas las designacio­
nes, el Gobierno procederá a efectuar la 
integración de las Salas del Tribunal Perma­
nente de Arbitramento.

Los árbitros deberán tomar posesión de 
sus cargos ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social.

Artículo 14. Requisitos para ser árbitro:
1. Ser profesional universitario en dere­

cho, con experiencia o especialización en 
derecho laboral; o profesional universitario 
experto en economía.

2. Haber ejercido con buen crédito la 
profesión por ocho (8) años a lo menos.

3. Ser mayor de treinta (30) años de edad 
y en ejercicio de la ciudadanía.

Artículo 15. Competencia. Son funcio­
nes del Tribunal Permanente de Arbitramento 
las siguientes:

1. Decidir los conflictos económicos co­
lectivo que se presenten:

a) En los servicios públicos esenciales, 
cuando no hubieren podido resolverse en la 
etapa de arreglo directo;

b) En las demás empresas en que los 
trabajadores optaren por el arbitramento;

c) Aquellos en que las partes acuerden 
voluntariamente someter su conocimiento 
al Tribunal Permanente de Arbitramento;

d) Los que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social someta a su decisión en el 
evento previsto en el artículo 448 del Códi­
go Sustantivo del Trabajo, subrogado por el 
artículo 63 de la Ley 50 de 1990, numeral 4;

e) Los sometidos a decisión arbitral, en 
aplicación del artículo 3e de la Ley 48 de 
1968.

2. De la revisión de las convenciones 
colectivas a que se refiere el artículo 480 
del Código Sustantivo del Trabajo.

Parágrafo. Al día siguiente de concluida 
la etapa de arreglo directo, el Tribunal 
Permanente de Arbitramento asumirá el 
conocimiento de los conflictos que se pre­
senten en los servicios públicos esenciales.

En los demás casos, una vez se comuni­
que la decisión de someter a su considera­
ción el conflicto colectivo, ya sea por los 
interesados o por el Gobierno.

Artículo 16. Procedimiento arbitral.

1. Las partes deberán enviar al Tribunal 
todos los antecedentes del conflicto, dentro de 
los cuales necesariamente se incorporarán 
sendos estudios económicos y jurídicos, con 
las fundamentaciones y anexos que los respal­
den, así como el acta en la cual se precisen los 
acuerdos y diferencias existentes.

Los antecedentes deberán ser enviados 
por cualquiera de las partes, o por ambas, 
dentro de los dos (2) días hábiles siguientes 
a la terminación del arreglo directo cuando 
se trate de servicios públicos esenciales, o 
de la circunstancia que dé lugar a la compe­
tencia del Tribunal.

2. Dentro de los dos (2) días hábiles 
siguientes a aquel en que el Tribunal haya 
recibido el expediente, procederá a:

a) Convocar, conjunta o separadamente, 
a las partes para obtener información preci­
sa y documentada sobre el conflicto;

b) Poner de presente a los empleadores y 
trabajadores los planes y programas de de­
sarrollo que tenga el Estado y su incidencia 
concreta en el respectivo conflicto;

c) Facilitar la mayor información posible 
a las partes en relación con los aspectos 
técnicos económicos para contribuir a ra­
cionalizar el conflicto y acercar a los intere­
sados a una solución directa.

3. En cualquier momento, antes de que el 
Tribunal Permanente de Arbitramento pro­
fiera el laudo correspondiente, deberá sub­
sanar las omisiones o irregularidades que 
pudieren existir en relación con el procedi­
miento, formalidades probatorias, términos, 
nulidades o cualquier fenómeno jurídico 
similar decretando las pruebas y actuacio­
nes pertinentes.

4. El laudo deberá proferirse dentro de 
los treinta (30) días siguientes a aquel en 
que se haya recibido el expediente.

5. Si antes de proferirse el laudo las partes 
llegaren a un acuerdo, éste se depositará como 
convención o pacto colectivo ante el Ministe­
rio de Trabajo y Seguridad Social; constancia 
del depósito se enviará al Tribunal.

Artículo 17. Contenido del laudo arbitral.

1. El laudo en la parte motiva precisará 
los antecedentes del conflicto identificando 
las partes del mismo y concretará con el 
mayor rigor posible, los fundamentos técni­
cos de orden económico que justifiquen las 
decisiones de esta naturaleza, para lo cual 
tendrá en cuenta la situación económica del 
país, las posibilidades de desarrollo y pro­
ductividad de la empresa, el manejo admi­
nistrativo de la misma, la pérdida del poder 
adquisitivo de la moneda, la adecuada pro­
porción salarial y prestacional de los traba­
jadores. En todo caso se respetarán la equi­
dad, el equilibrio económico y los princi­
pios generales del derecho del trabajo.

2. Las peticiones no económicas deberán 
ser decididas en derecho, teniendo como 
límite únicamente los principios constitu­
cionales y legales.

3. Cuando el contenido de una petición 
corresponda a un conflicto jurídico indivi­
dual, el Tribunal se declarará inhibido y la 
remitirá al juez competente. .

4. El Tribunal Permanente de Arbitramento 
deberá decidir siempre el fondo del conflicto, 
tanto del pliego de peticiones como de la 
denuncia de la convención efectuada por las 
partes, en todos los puntos no resueltos, cuan­
do ello sea procedente.

5. Cuando las partes hubieren llegado a 
un acuerdo parcial, éste se integrará en el 
laudo sin ninguna modificación.

6. La decisión arbitral será retrospectiva, 
de tal manera que no exista solución de 
continuidad con la convención, pacto colec­
tivo o laudo anterior, a menos que no sea 
posible por la naturaleza de alguna decisión.

7. El laudo arbitral pone fin al conflicto y 
produce el efecto de convención colectiva 
en cuanto a las condiciones de trabajo. La 
vigencia del laudo arbitral no puede exceder 
de dos (2) años.

No puede haber suspensión colectiva de 
trabajo durante el tiempo en que rija el laudo 
arbitral.

Artículo 18. Notificación del laudo. El 
laudo arbitral se notificará en estrados, pre­
via comunicación que se enviará a las partes 
a la dirección que ellos deben registrar en la 
audiencia en que se dé cumplimiento al 
numeral 22 del artículo 16 de esta ley.

Artículo 19. Recurso extraordinario de 
anulación. El laudo será susceptible del 
recurso de anulación ante la Sala Plena de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia.

El recurso deberá interponerse debida­
mente sustentando, dentro de los ocho (8) 
días siguientes a la notificación del laudo y 
quedará por tres (3) más a disposición de la 
otra parte. Vencido este último término el 
expediente será enviado en forma inmediata 
a la Corte Suprema de Justicia la cual 
deberá proferir la sentencia en un término no 
superior a quince (15) días.

Artículo 20. Procedimiento especial de 
revisión. Cuando el Tribunal Permanente de 
Arbitramento conozca de los casos a que se 
refiere el numeral 22 del artículo 15 de esta ley, 
deberá seguir el siguiente procedimiento:

1. La parte interesada hará por duplicado 
solicitud escrita y motivada indicando en 
ella, con toda precisión, lo que pretende; los 
hechos que le sirvan de fundamento y las 
pruebas que los respaldan.

2. Con la solicitud deberán adjuntarse, 
por lo menos:
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a) Las pruebas que demuestren los hechos 
en que se fundamentan las pretensiones;

b) El'estudio económico, financiero y/o 
técnico, según el caso, e cual justifique en 
forma precisa e inequívoca las pretensiones 
del interesado.

3. Recibida la solicitud se procederá así:
a) El Tribunal, dentro de los tres (3) días 

siguientes ordenará correr traslado de ella al 
empleador o al sindicato, según sea el caso, 
mediante providencia que se notificará per­
sonalmente;

b) Si no se pudiere hacer la notificación 
personal, dentro de los cinco (5) días si­
guientes, el Tribunal enyiará comunicación 
escrita al domicilio de quien tuviere que 
notificar, anexando con; tancia del envío al 
expediente;

c) Si al cabo de los cinco (5) días del envío 
de la anterior comunicación no se pudiera 
hacer la notifiación persói al, se fij ará edicto en 
lugar público del respecti yo Despacho, por el 
término de cinco (5) días, < :umplidos los cuales 
se entenderá surtida la nc tificación;

d) La parte así noticie ada, dispone de un 
término de traslado de cinco (5) días para 
contestar la solicitud y p esentar las pruebas 
que considere pertinente s;

e) Las pruebas deberá i practicarse dentro 
de los diez (10) días sigu entes al vencimien­
to del término del traslado. El Tribunal 
deberá decretar y practicar las que sean 
necesarias, ejercer sus facultades oficiosas 
para lograr la mayor información y certeza 
posible y escuchará a las partes en audiencia 
si así lo solicitaren.

Practicadas las pruet as se notificará por 
estado la fecha y hora < n que se dictará el 
laudo;

f) El laudo precisará las razones de orden 
jurídico, técnico y económico que lo funda­
menten y deberá proferirse dentro de los 
quince (15) días siguie: ites al vencimiento 
del término para practic ir pruebas. Se cum­
plirá de manera literal le que en él se decida 
y quedará notificado en estrados;

g) Contra el laudo que profiera el Tribunal 
en este caso, sólo proc ;derá el recurso de 
aclaración por error arit nético.

Artículo 21. Obliga te riedad de los térmi­
nos. Los términos estab ecidos en la presen­
te ley son improrroga )les y en aquellos 
casos que se refieren a los árbitros o a la 
Corte Suprema de Justic ia su incumplimien­
to será causal de mala Conducta y se sancio­
nará con multa de quine ; (15) días de salario 
y uno más por cada día de retardo, sin 
perjuicio de la obligación de fallar.

Artículo 22. Impeaimentos y recusa­
ciones.

1. Las causales de impe dimento o recusación 
serán las mismas consa gradas en el artículo 
142 del Código de Proci dimiento Civil.

2. Cuando prospere la causal, el árbitro 
impedido se reemplazará por sorteo entre 
los integrantes de la otra Sala de tal manera 
que se guarde la proporción de dos profe­
sionales universitarios en derecho y uno en 
economía.

Artículo 23. Facúltase al Gobierno para 
abrir los créditos y efectuar los traslados 
presupuéstales y demás operaciones necesa­
rias para el cumplimiento de la presente ley.

Artículo 24. La presente Ley deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 25. La presente Ley rige a partir 
de la fecha de su publicación.

Presentado a la consideración del hono­
rable Congreso de la República por la 
suscrita,

María Sol Navia Velasco

Ministra de Trabajo y Seguridad Social.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores:
La Carta Política que nos rige desde el 

mes de julio de 1991 introdujo una trascen­
dental modificación en el derecho de huel­
ga, al consagrar en el artículo 56 que:

Se garantiza el derecho de huelga, salvo 
en los servicios públicos esenciales defini­
dos por el legislador.

La ley reglamentará este derecho...
En relación con la Constitución de 1886, 

la diferencia radica en que mientras en la 
anterior regulación se garantizaba el dere­
cho de huelga, salvo en los servicios públi­
cos, en la actual los servicios públicos en 
los cuales no se garantiza la huelga son los 
esenciales. Dicho cambio hace indispensa­
ble la expedición de las disposiciones lega­
les que reglamenten este derecho, y que a la 
vez se reformen las disposiciones pertinen­
tes de la actual regulación laboral.

Por otra parte, la honorable Corte Cons­
titucional, en sentencia C-473 del 27 de 
octubre de 1994, en la cual declaró 
exequibles los artículos 430 y 450 del 
Código Sustantivo del Trabajo, exhortó al 
Congreso Nacional para expedir una regu­
lación de la huelga en los servicios públicos 
esenciales, acorde con la Constitución.

El proyecto de ley en general

El líneas generales, el proyecto de ley 
que se presenta a consideración del honora­
ble Congreso tiene la siguiente estructura:

1. Regula el derecho de huelga en los 
servicios públicos esenciales y no esencia­
les, quedando vigentes las demás disposi­
ciones del Código Sustantivo del Trabajo 
sobre la materia, y crea un Tribunal Perma­
nente de Arbitramento como medio de so­
lución pacífica de los conflictos colectivos 
de trabajo. Las demás disposiciones que no 
se opongan a la ley y que regulan la materia 

permanecen vigentes, en la medida en que 
tampoco se oponen a la Constitución Políti­
ca vigente y que así ha sido declarado por la 
Corte Constitucional, como la Ley 48 de 
1968 y la Ley 50 de 1990.

2. Se define lo que se entiende por servi­
cio público esencial, en el cual no se 
garantiza el derecho de huelga; y lo que se 
entiende por servicio público, y se regula en 
forma especial la forma de hacer efectiva la 
huelga.

3. En cuanto a los conflictos colectivos 
de trabajo se señala la forma de solución de 
los mismos cuando en ellos sea parte un 
sindicato minoritario, y se crea un Tribunal 
Permanente de Arbitramento que reempla­
zaría los actuales convocados ad hoc.

El articulado del proyecto de ley

A continuación se hará una explicación 
detallada del articulado del proyecto de ley:

Artículo l2. Se define el servicio público 
esencial, recogiendo lo expresado reitera­
damente por la Comisión de Expertos en 
Aplicación de Convenios y Recomendacio­
nes de la Organización Internacional del 
Trabajo. Dicha Comisión, en el libro “Li­
bertad Sindical y Negociación Colectiva” 
dice que: “...la Comisión estima, por lo 
tanto, que sólo pueden considerarse servi­
cios esenciales aquellos cuya interrupción 
podría poner en peligro, la vida, la seguridad 
o la salud de la persona en todo o en parte de 
la población (Ginebra, 1994, página 75).

- La enumeración de los servicios públi­
cos esenciales que hace el artículo no tiene 
el carácter de taxativa, puesto que como lo 
dice el mismo organismo de la OIT: “...La 
Comisión recuerda la importancia funda­
mental que concede al carácter universal de 
las normas, pero estima que es necesario 
tener en cuenta las circunstancias especia­
les que pueden darse en los diferentes esta­
dos miembros, ya que si bien la interrupción 
de ciertos servicios podría, en el peor de los 
casos, ocasionar problemas económicos en 
algunos países, en otros podría tener efectos 
desastrosos y crear en poco tiempo situa­
ciones en que se verían comprometidas la 
salud, la seguridad o la vida de la población; 
así, una huelga en los servicios portuarios o 
de transporte marítimo podría ocasionar 
más rápidamente perturbaciones en una isla, 
que depende en gran parte de esos servicios 
para el suministro de productos básicos a su 
población, que en un país continental. Ade­
más, un servicio no esencial en el sentido 
estricto del término puede convertirse en 
esencial si la huelga que repercute en el 
mismo dura más de cierto período o adquiere 
tal dimensión que pueden correr peligro la 
salud, la seguridad o la vida de la población 
(por ejemplo, en los servicios de recolección 
de basuras)... (se destaca)”. (Comisión de 
Expertos, obra citada, página 75).
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- En relación a la expresión “entre otros”, 
se explica por cuanto no es ésta la única ley 
que puede definir qué es un servicio público 
esencial, otras leyes lo podrán hacer, como 
de hecho ya se ha dado con la Ley 100 de 
1993 y la Ley 142 de 1994.

- Sobre las actividades que se señalan en 
los literales b) y d) de este artículo, debe 
decirse que no todas las actividades que se 
prestan en cualquiera de las ramas del poder 
público, como lo dispone el actual artículo 
430, literal a) del CST, tienen la condición de 
servicio público esencial. Es así como las 
actividades que llevan a cabo varias entida­
des estatales no tienen la característica de ser 
esenciales, tales como y a manera de ejemplo: 
Prosocial, Colcultura, Coldeportes, y algunas 
empresas del IFI, entre otras.

Será, entonces, “servicio público esen­
cial” aquellas actividades en que los fun­
cionarios públicos “...ejercen funciones de 
autoridad en nombre del Estado...” (Comi­
sión de Expertos - OIT). Como en artículo 
posterior se indicará, en casos dudosos 
sobre hasta dónde va el ejercicio de funcio­
nes de autoridad en nombre del Estado, se 
prevé el mantenimiento de un servicio míni­
mo negociado.

- El literal c) se justifica en la medida en que 
las actividades vinculadas con la defensa y 
seguridad nacionales son servicios públicos 
esenciales y que el artículo 216 de la Consti­
tución Política prevé que la fuerzas pública 
está integrada en forma exclusiva por las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional.

- Las actividades a que se refiere el literal
f) ya fueron declaradas como servicio públi­
co esencial por la Ley 100 de 1994; y, las del 
literal g) por la Ley 142 de 1994.

- Respecto del literal h) se debe conside­
rar que el servicio de transporte será esen­
cial sólo en la medida en que se trate de un 
servicio prestado en forma regular y regula­
do por la autoridad pública, y siempre y 
cuando se preste a una colectividad de 
usuarios. Por ejemplo, los servicios de trans­
porte “charter” no podrían ser considera­
dos como servicio público esencial.

- En torno al literal j), esta actividad reúne 
los elementos tenidos en cuenta por la Corte 
Constitucional, como constitutivos del ser­
vicio público esencial “...el carácter de 
esencial de un servicio público se predica, 
cuando las actividades que lo conforman 
contribuyen de modo directo y concreto a la 
protección de bienes o a la satisfacción de 
intereses o a la realización de valores, liga­
dos con el respeto, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades 
fundamentales...” (Corte Constitucional, 
sentencia C-450/95).

De otra parte el artículo 22 de la Consti­
tución Política consagra como fines del 
Estado “...servir a la comunidad, promover 

la prosperidad general y garantizar la efec­
tividad de los principios, derechos y debe­
res consagrados en la Constitución...

“...Las autoridades de la República es­
tán instituidos para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra, bienes, creencias y demás dere­
chos y libertades, y para asegurar el cumpli­
miento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares”.

- Entre las actividades del literal 1) no 
estará incluida la televisión.

Artículo 22. El artículo 57 de la Constitu­
ción Política dispone: “Se garantiza el dere­
cho de huelga, salvo en los servicios públi­
cos esenciales definidos por el legislador”.

Por su parte, el artículo 42 del Código 
Civil dice que: La ley es una declaración de 
la voluntad soberana manifestada en la for­
ma prevenida en la Constitución Nacional. 
El carácter general de la ley es mandar, 
prohibir, permitir o castigar”.

En consecuencia, frente a la no garantía 
consagrada en la Constitución y el carácter 
general de la ley definido en el artículo 42 
del Código Civil, se prohíbe la huelga en los 
servicios públicos esenciales.

Sin embargo, los conflictos colectivos 
que se planteen en los mismos y no puedan 
ser definidos en la etapa de arreglo directo, 
serán sometidos a la decisión de un tribunal 
de arbitramento obligatorio.

Artículo 32. Se retoma del artículo 430 
del Código Sustantivo del Trabajo la defini­
ción tradicional del servicio público, la cual 
ha sido aceptada por la jurisprudencia y la 
doctrina. Esta enumeración no es taxativa.

Artículo 42. Cuando hubiere duda sobre la 
calidad de servicio público de alguna activi­
dad, el Ministro de Trabajo y Seguridad So­
cial lo podrá declarar mediante resolución que 
no tendrá recursos en la vía gubernativa. Esta 
declaración deberá hacerla el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en momentos en 
que no haya conflictos colectivos.

Artículo 5e. Como se dijera al inciso de 
esta Exposición de motivos, el artículo 56 
de la Constitución Política permite que pue­
da ejercerse el derecho de huelga en los 
servicios públicos.

Pero, igualmente, el artículo 365 dispone 
que:

Los servicios públicos son inherentes a la 
finalidad social del Estado. Es deber del 
Estado asegurar su prestación eficiente a 
todos los habitantes del territorio nacional...

En consecuencia es indispensable que la 
ley haga compatibles estos dos derechos, 
por lo que se propone una regulación espe­
cial cuando se trate del ejercicio del derecho 
de huelga en el servicio público no esencial 
y se consagra lo relativo al servicio mínimo 
negociado.

Este sistema del servicio mínimo nego­
ciado es utilizado en la legislación compa­
rada, por ejemplo, en España. Al respecto, 
la Comisión de Expertos de la OIT a que se 
ha hecho referencia a lo largo de este docu­
mento, señala:

“...este servicio debería satisfacer, por 
lo menos, dos condiciones. En primer lugar, 
y este aspecto es de la mayor importancia, 
debería tratarse real y exclusivamente de un 
servicio mínimo, es decir, un servicio limi­
tado a las actividades estrictamente nece­
sarias para cubrir las necesidades básicas 
de la población o satisfacer las exigencias 
mínimas del servicio, sin menoscabar la 
eficacia de los medios de presión. En segun­
do lugar, dado que este sistema limita uno de 
los medios de presión esenciales de que 
disponen los trabajadores para defender sus 
intereses económicos y sociales, sus organi­
zaciones deberían poder participar, si lo 
desean, en la definición de este servicio, de 
igual modo que los empleadores y las auto­
ridades públicas. Sería sumamente conve­
niente que las negociaciones sobre la defini­
ción y organización del servicio mínimo no 
se celebraran durante los conflictos de tra­
bajo, a fin de que todas las partes interesa­
das pudieran negociar con la perspectiva y 
la serenidad necesarias. Las partes también 
podrían prever la constitución de un orga­
nismo paritario o independiente que tuviera 
como misión pronunciarse rápidamente y 
sin formalismos sobre las dificultades que 
plantea la definición y la aplicación de tal 
servicio mínimo y que estuviera facultado 
para emitir decisiones ejecutorias”.

Artículo 62. Este artículo dispone que el 
trámite en los conflictos colectivos que se 
presenten en los servicios públicos es el 
mismo hoy consagrado en el Código 
Sustantivo del Trabajo. Sin embargo, y en 
consideración a la propia naturaleza del 
asunto, los plazos para hacer efectiva la 
huelga son más amplios: mientras que en los 
servicios no públicos, de acuerdo con el 
artículo 445, la huelga sólo puede efectuar­
se transcurridos dos (2) días hábiles a partir 
de su declaración y no más de diez (10), en 
los servicios públicos sólo se podrá hacer 
efectiva transcurridos diez (10) días y no 
más allá de veinte (20).

Artículos 7S y 82. Acatando la disposi­
ción constitucional contenida en el artículo 
365, y como medida de protección a los 
usuarios, se dispone que el sindicato debe 
avisar al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y al empleador, dentro de las veinti­
cuatro (24) horas siguientes a la asamblea, 
la decisión de ejercer el derecho de huelga. 
De dicha decisión y de los servicios míni­
mos que se prestarán, se avisará al público; 
los usuarios podrán acudir ante el Ministe­
rio de Trabajo para que se cumpla lo relati­
vo a los servicios mínimos.
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eficiencia como mecanismo de concilia­
ción social) que ha perdido, sobre todo a los 
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Por su parte, la Corte Constitucional de 
Justicia, en sentencia de homologación que 
dirimió un conflicto entre el Municipio de 
La Dorada y su sindicato, de fecha julio 24 
de 1980, observaba:

“...Tomando al azar 10 laudos arbitrales 
que llegaron a la Corte Suprema de Justicia 
para su homologación, entre el día de presen­
tación del pliego de peticiones y la fecha en 
que se profirió la sentencia transcurrieron 
15.5 meses cuando, de acuerdo con los 
términos establecidos por la ley, el conflic­
to debería resolverse en un plazo máximo 
de tres meses...”.

Posteriormente, en el año de 1990, la 
Comisión para la Reforma de las Institucio­
nes Laborales, integrada por los doctores 
Juan Hernández Sáenz, Guillermo López 
Guerra, Ernesto Pinilla Campos, Francisco 
Yezid Triana y Jairo Villegas Arbeláez, con 
la coordinación de la doctora Martha 
Pacheco Restrepo, Jefe de la Oficina Jurí­
dica del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, elaboró un detallado estudio para el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y 
respecto de la institución arbitral hizo pro­
fundas observaciones en los términos que 
se transcriben a continuación, las cuales 
que no han perdido vigencia, y que motivan 
al gobierno a acogerlas y a proponer las 
reformas correspondientes:

“...b) La integración del Tribunal. La 
designación hecha por las partes general­
mente recae sobre abogados que por su 
prestigio y ocupaciones no están en posibi­
lidad de proferir el laudo dentro de los 
términos previstos por la ley. Pero, además, 
el conocimiento de principios sustanciales 
de economía por parte de los integrantes del 
Tribunal suele ser muy escaso. Esta cir­
cunstancia contribuye grandemente a la 
falta de racionalidad en las decisiones que 
se profieren.

“El problema más delicado está en la 
forma como se designa el tercer árbitro. 
Hasta ahora el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social ejerce dicha función con 
un criterio puramente discrecional sin que 
exista ninguna reglamentación sobre el par­

ticular. El resultado objetivo de esta situa­
ción es que el tercer árbitro resulta con 
frecuencia ser apoderado de empresas, cir­
cunstancias que ha originado el rechazo por 
los trabajadores de la institución arbitral. La 
experiencia indica que normalmente es muy 
difícil la escogencia del tercero por los 
árbitros de las partes.

“c) La demora en proferir el laudo arbitral 
tiene varias causas:

“Ia. Ya se indicó que los integrantes del 
Tribunal ejercen otras actividades, circuns­
tancias que limita en forma apreciable la 
atención debida al ejercicio de la función de 
árbitro;

“2a. Generalmente los árbitros no cono­
cen los antecedentes concretos del conflicto 
y por tanto es necesario oír a las partes y 
solicitar la más variada información. La 
prórroga de los términos se solicita en la 
mayoría de lo casos desde la primera sesión;

“3a. Con frecuencia si una de las partes 
quiere demorar el conflicto designa árbitros 
que no aceptan y en otras ocasiones el tercer 
árbitro es recusado o simplemente espera 
hasta última hora para no aceptar;

“4a. La ley no ha consagrado de manera 
precisa la forma como deben tramitarse las 
recusaciones, en estos casos, ni los meca­
nismos que garanticen el cumplimiento de 
los términos que se han establecido, ni 
tampoco se ha previsto una forma ágil de 
hacer las respectivas notificaciones;

“5a. El mandato del artículo 458 del Códi­
go Sustantivo del Trabajo ha dado lugar a las 
más diversas interpretaciones originando una 
intensa discusión que generalmente incide en 
la falta de unidad conceptual...”.

Artículo 122. El Tribunal de Arbitramento 
será permanente con el propósito de lograr 
su especialización ya que se aspira a que 
cada una de sus Salas conozca específica­
mente de los conflictos colectivos que se 
presenten en un determinado sector de la 
actividad económica.

Por otra parte, la composición del Tribu­
nal está orientada a racionalizar las decisio­
nes en este tipo de conflictos, si de lo que se 
trata es de resolver sustancialmente fenó­
menos salariales y prestacionales por un 
determinado período, teniendo en cuenta la 
capacidad y productividad de una empresa 
para satisfacer aquellas aspiraciones, y al 
mismo tiempo analizar las posibilidades y 
perspectivas de un determinado sector, se 
considera que uno de los árbitros debe ser 
especialista en economías. Por esta razón se 
estima conveniente la presencia de profe­
sionales en esta materia, quienes pueden 
ofrecer mejores garantías de acierto para los 
intereses de las partes. Desde luego que es 
igualmente necesaria la presencia de juris­
tas para todos aquellos aspectos relaciona­
dos con la interpretación y aplicación de las 
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disposiciones que regulan el derecho del 
trabajo. Interdisciplinar las decisiones judi­
ciales, y más cuando la decisión del Tribu­
nal tiene un alto componente de equidad, es 
un propósito sano y serio para la credibili­
dad de la justicia.

Artículo 13. La interpretación del Tribunal 
está concebida en la forma más democrática 
posible: los propios actores sociales podrán 
determinar quiénes serán sus jueces. La desig­
nación de los Magistrados del Tribunal Per­
manente tendrá origen en las organizaciones 
empresariales y en las centrales obreras.

Artículo 14. Se procura que los requisitos 
para ser árbitros garanticen, en lo posible, las 
experiencias e idoneidad de los mismos.

Artículo 15. En relación con la competen­
cia del Tribunal Permanente de Arbitramento, 
se le atribuye la de solucionar los conflictos 
colectivos de trabajo cuando no haya habido 
autocomposición en la etapa previa; y se le 
asigna la de revisar las convenciones colecti­
vas de trabajo en los casos del artículo 480 del 
Código Sustantivo del Trabajo, aspecto éste 
de la mayor importancia en los actuales mo­
mentos de hacer efectiva la posibilidad de 
modificar las convenciones colectivas de tra­
bajo, cuando sobrevengan “imprevisibles y 
graves alteraciones de la normalidad econó­
mica”, de acuerdo con el procedimiento pre­
visto en el artículo 20 del proyecto.

Artículo 16. En cuanto al procedimiento 
en el Tribunal de Arbitramento para la 
solución de los conflictos colectivos, se 
destacan varios aspectos:

a) Una etapa preliminar en la cual el 
Tribunal no debe comprometer su criterio ni 
sugerir soluciones al conflicto. Simplemen­
te, se documenta en forma detallada; ilustra 
a las partes sobre los planes y programas de 
desarrollo y la incidencia que ellos puedan 
tener en el conflicto con el fin de contribuir 
a que sean los propios interesados quienes 
logren un arreglo; y, como se supone que el 
Tribunal debe tener la infraestructura ade­
cuada para lograr la más completa informa­
ción sobre los fenómenos económicos y 
jurídicos que tienen que ver con este tipo de 
conflictos, será su deber facilitar a las partes 
aquella información técnica que les ayude a 
racionalizar sus posiciones;

b) Igualmente se pretende hacer primar lo 
real sobre lo simplemente formal y solemne. 
No tiene ningún sentido denunciar una con­
vención colectiva, elaborar un pliego de 
peticiones, tramitar la etapa de arreglo di­
recto, hacer asambleas, estudios económi­
cos y financieros, acudir ante el Tribunal de 
Arbitramento, decretar pruebas y proferir 
un laudo, y después de todo descubrir que 
alguna formalidad no fue cumplida y 
consecuencialmente anular y hacer desapa­
recer todo un proceso por una simple solem­
nidad que las partes no subsanaron oportu­

namente o por el incumplimiento de algún 
término que a nadie perjudicó y que pasó 
inadvertido para los interesados, y para el 
propio Tribunal antes de la decisión final.

Artículo 17. La decisión del Tribunal debe 
ser objetiva, sustentada en la realidad econó­
mica de la empresa y del país, fallando en 
términos de equidad respetando los principios 
generales del derecho del trabajo.

El laudo arbitral deberá resolver todos 
los aspectos contenidos, tanto en la denun­
cia de las partes, como en el pliego de 
peticiones, con lo cual se resuelven las 
actuales limitaciones de los Tribunales de 
Arbitramento, en orden a conseguir un fallo 
realista y equitativo que permita a la empre­
sa asumir su desarrollo y preservar su esta­
bilidad y las fuentes de trabajo, en condicio­
nes justas para las partes.

Artículo 19. El recurso extraordinario de 
“anulación”, hoy mal llamado de “homo­
logación”, sólo será conocido por la honora­
ble Corte Suprema de Justicia, por cuanto, de 
una parte se busca la unificación de la juris­
prudencia y de otra, los árbitros del Tribunal 
se asimilan a Magistrados de Tribunales Su­
periores de Distrito.

De los honorables Senadores,
María Sol Navia Velasco

Ministra de Trabajo y Seguridad Social. 
SENADO DE LA REPUBLICA 

SECRETARIA GENERAL 
TRAMITACION DE LEYES

Santafé de Bogotá, D. C., noviembre 23 
de 1995.

Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el 

Proyecto de ley número 183 de 1995, “por 
la cual se reglamenta el ejercicio del dere­
cho de huelga en los servicios públicos y se 
establecen medios de solución de los con­
flictos colectivos de trabajo”, me permito 
pasar a su Despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada 
en el día de hoy ante Secretaría General. La 
materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es de competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente.

Pedro Pumarejo Vega.

El Secretario General honorable Senado 
de la República,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
SENADO DE LA REPUBLICA

Noviembre 23 de 1995.
De conformidad con el informe de la 

Secretaría General, dése por repartido el 
proyecto de ley de la referencia a la Comi­
sión Séptima Constitucional Permanente, 
para lo cual se harán las anotaciones de rigor 
y se enviará copia del mismo a la Imprenta 
nacional con el fin de que sea publicado en 
la Gaceta Legislativa del Congreso.
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Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Julio César Guerra Tulena.

El Secretario General del honorable Se­
nado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.

PONENCIAS
INFORME PARA PRIMER DEBATE, 
SEGUNDA VUELTA AL PROYECTO 
DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 
27 DE 1995 SENADO, 185 DE 1995 

CAMARA
“por el cual se modifican los artículos 299 
y 300 de la Constitución Política de 

Colombia ”.

Honorables Senadores
Comisión Primera Constitucional 
Senado de la República
En sesión.
Honorables Senadores:
Cumpliendo los trámites reglamentarios 

presento a vuestra consideración el informe 
correspondiente al primer debate, segunda 
vuelta, al proyecto de la referencia.

Antecedentes
Bajo la autoría del honorable Representan­

te Adalberto Jaimes Ochoa se presentó a 
consideración del Congreso de la República 
el estudio del proyecto de Acto Legislativo 
reformatorio de los artículos 299 y 300 de la 
Constitución Política de Colombia cumplien­
do con lo establecido para su trámite con las 
normas constituciones y legales vigentes.

La argumentación que sustenta el pro­
yecto se encuentra vinculada fundamental­
mente al espíritu que tuvo el constituyente 
en introducir cambios sustanciales a la es­
tructura territorial del país desarrollando los 
principios de descentralización administra­
tiva y política en el sentido funcional, forta­
leciendo la autonomía regional, orientando 
el desarrollo regional dentro del principio de 
planificación, es decir, tal como lo plantea el 
autor, implantando un sistema económico 
social-aministrativo y fiscal más adecuado.

La Carta expedida en 1991 señaló la 
estructura de las Asambleas Departamenta­
les en cuanto hace relación al número de 
integrantes y orientando sus funciones. Se 
recuerda que en el inmediato pasado se ha 
hecho uso de la figura del Acto Legislativo 
para abocar el tema de las asambleas, tal 
como ocurriera en los años de 1968 y 
recientemente en las deliberaciones de la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991.

La razón de ser para esta revisión se 
ajusta al deseo de otorgarle a la Coporación
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Departamental, la herramienta de aprobar 
los planes de desarrollo con el fin de salva­
guardar no sólo la indi pendencia frente al 
gobernante de turno, sino

aner en plena vigencia 
corporación que por la 
sus funciones ha venidi 
bilidad, además de su i

Hemos sostenido en i

además, de mante- 
existencia de una 

jaulatina pérdida de 
lo perdiendo la credi- 

eratividad.
’erentes escenarios

los destinos de nuestro 
ella ha otorgado nuevo 
al ciudadano común y c 
derecho a ser partícipe 
siones en el orden nació 
municipal. Por ello cree 
de fortalecer cada díí 
alguno, el proceso de 
autonomía regional co

ión ciudadana como 
Zarta que hoy rige

op< 
di:

de la vida republicana nuestra vocación en la 
defensa de la participad 
columna vertebral de l:i

jais en la certeza que 
s espacios de acción 

:or dente que clama su 
d i las grandes deci­
mal, departamental y 
n ios en la necesidad 
más, sin desmayo 

d sscentralización y 
unD política vital del 

país acogiendo los planes de desarrollo. De 
idéntica manera mientras no existan planes 

qi e debe revertirse 
hacia la comunidad, se

.3
es

regionales la acción

estancamiento inacepte 
sas necesidades actual

El proyecto
La propuesta se dirige 

mas al capítulo 22 “del 
mental”, 
Constitución Nacional

Al primero de ellos e 
le adiciona lo siguiente: 
gozará de autonomía ad 
puesto propio”. Lo ant

mantendrá en un 
efrente alainmen-

a introducir refor- 
^.égimen Departa- 

en sus artícúlc s 299 y 300 de la

:n su primer inciso se 
“ Dicha corporación 
inistrativa y presu- 
ior en el contexto

c ada departamento,

elección de diputados,
e ito Territorial”. Es

n 
te 

expresado en los antedec entes.

En su inciso segund) se suprime: “El 
Consejo Nacional Electaral podrá formar 
dentro de los límites de 
con base en su poblac.cjn, círculos para la 

3r ivio concepto de la 
Comisión de Ordenamli 
claro que el funcionam|ie|ito de la Comisión 
de Ordenamiento Territi 
el mandato Constitucional Transitorio nú­
mero 38 asignándole s 
un plazo perentorio de 
presentado por decisió 
sión que el mismo art: 
sentido de poderse otor 
nente lo que lleva a 

o dal se efectuó bajo

us funciones durante 
tr ;s años sin haberse 

egislativa la previ- 
íqulo contenía en el 

ríe carácter perma-

>n

concluir que en los 
actuales momentos no existe tal comisión 

éc nstitucional el con- 
ade el texto que se

dejando sin basamento 
cepto previo a que al 
propone suprimir.

Se propone el otorgamiento de calidad de 
servidores públicos a L_____________  —fjn de mantener el 
equilibrio con lo vigente m la normatividad. 

e>ión de: “Con las 
ezca la ley, tendrán 

su asistencia a las>Ó

Se propone la supp 
limitaciones que estat 
derecho a honorarios p 
sesiones correspondieras”. Es claro que al 
otorgárseles la calidad c í servidores públi-

eos no tendría objeto la redacción que hoy 
presenta la Carta fundamental.

Se propone la supresión de la exigencia 
de tener más de veintiún años para ser 
elegido diputado lo que tácitamente lleva­
ría simplemente a la exigencia de la mayo­
ría de edad otorgando espacio de esa mane­
ra al acceso de la juventud a la corporación 
del orden departamental.

Finalmente se propone la adición del 
inciso final al tenor siguiente: “Los miem­
bros de la Asamblea Departamental ten­
drán derecho a una remuneración durante 
las sesiones correspondientes y estarán am­
parados por un régimen de prestaciones y 
seguridad social, en los términos que fije la 
ley”. Permite lo anterior que de acuerdo al 
criterio del legislador se decrete la 
reglamentación pertinente.

El segundo de ellos, artículo 300, estaría 
sujeto de acuerdo con la propuesta que se 
presenta, a adicionarle el numeral que sigue:

11. Solicitar informes sobre el ejercicio 
de sus funciones al Contralor General del 
Departamento, Secretarios de Gabinete, 
Jefes de Departamentos Administrativos y 
Directores de entidades descentralizadas 
del orden regional.

De igual manera se propone asimilando 
al control político existente para el caso del 
Congreso de la Nación, la figura de la 
moción de censura respecto de los Secreta­
rios de Despacho, Gerentes o Directores de 
las entidades descentralizadas del orden 
departamental, sujetando en todo caso la 
reglamentación de esta figura a la ley.

Nuestra propuesta
En razón a lo expuesto, solicitamos a la 

Comisión Primera Constitucional del Sena­
do de la República otorgarle primer debate, 
segunda vuelta, al Proyecto de Acto Legis­
lativo número 185 de 1995, “por el cual se 
modifican los artículos 299 y 300 de la 
Constitución Política de Colombia” de 
acuerdo al siguiente texto:

El Congreso de Colombia, 
DECRETA:

Artículo l2. El artículo 299 de la Cons­
titución Política de Colombia, quedará así:

Artículo 299. En cada departamento habrá 
una corporación administrativa de elección 
popular que se denominará Asamblea 
Departamental, la cual estará integrada por 
no menos de once miembros ni más de treinta 
y uno. Dicha corporación gozará de autono­
mía administrativa y presupuesto propio.

El régimen de inhabilidades e incompa­
tibilidades de los diputados será fijado por 
la ley. No podrá ser menos estricto que el 
señalado para los Congresistas en lo que 
corresponda. El período de los diputados 
será de tres (3) años y tendrán la calidad de 
servidores públicos.

Para ser elegido diputado se requiere ser 
ciudadano en ejercicio, no haber sido con­
denado a pena privativa de la libertad, con 
excepción de los delitos políticos culposos 
y haber residido en la respectiva circuns­
cripción electoral durante el año inmediata­
mente anterior a la fecha de la elección.

Los miembros de la Asamblea Departa­
mental tendrán derecho a una remuneración 
durante las sesiones correspondientes y es­
tarán amparados por un régimen de presta­
ciones y seguridad social, en los términos 
que fije la ley.

Artículo 2S. El artículo 300 de la Consti­
tución Política de Colombia, quedará así:

Artículo 300. Corresponde a las Asam­
bleas Departamentales, por medio de orde­
nanzas:

1. Reglamentar el ejercicio de las funcio­
nes y la prestación de los servicios a cargo 
del departamento.

2. Expedir las disposiciones relaciona­
das con la planeación, el desarrollo econó­
mico y social, el apoyo financiero y crediticio 
a los municipios, el turismo, el transporte, el 
ambiente, las obras públicas, las vías de 
comunicación y el desarrollo de sus zonas 
de frontera.

3. Adoptar de acuerdo con la ley, los 
planes y programas de desarrollo económi­
co y social y los de obras públicas, con la 
determinación de las inversiones y medidas 
que se consideren necesarias para impulsar 
su ejecución y asegurar su cumplimiento.

4. Decretar, de conformidad con la ley, 
los tributos y contribuciones necesarios para 
el cumplimiento de las funciones departa­
mentales.

5. Expedir las normas orgánicas del pre­
supuesto departamental y el presupuesto 
anual de rentas y gastos.

6. Con sujeción a los requisitos que 
señale la ley, crear y suprimir municipios, 
segrerar y agregar territorios municipales, y 
organizar provincias.

7. Determinar la estructura de la adminis­
tración departamental, las funciones de sus 
dependencias, las escalas de remuneración 
correspondientes a sus distintas categorías 
de empleo; crear los establecimientos públi­
cos y las empresas industriales o comercia­
les del departamento y autorizar la forma­
ción de sociedades de economía mixta.

8. Dictar normas de policía en todo aque­
llo que no sea materia de disposición legal.

9. Autorizar al Gobernador del departa­
mento para celebrar contratos, negociar em­
préstitos, enajenar bienes y ejercer,pro tempo- 
re, precisas funciones de las que correspon­
den a las Asambleas Departamentales.

10. Regular, en concurrencia con el mu­
nicipio, el deporte, la educación y la salud 
en los términos que determina la ley.
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11. Solicitar informes sobre el ejercicio 
de sus funciones al Contralor General del 
Departamento, Secretarios de Gabinete, Je­
fes de Departamentos Administrativos y 
Directores de institutos descentralizados 
del orden departamental.

12. Cumplir las demás funciones que le 
asignen la Constitución y la ley.

Los planes y programas de desarrollo y 
de obras públicas serán coordinados e inte­
grados con los planes y programas munici­
pales, regionales y nacionales.

Las ordenanzas a que se refieren los 
numerales 3S, 52 y 7S de este artículo, las 
que decretan inversiones, participaciones o 
cesiones de rentas y bienes departamentales 
y las que creen servicios a cargo del depar­
tamento o los traspasen a él, sólo podrán ser 
dictadas o reformadas a iniciativa del go­
bernador. Parágrafo. Es facultad de las Asam­
bleas Departamentales proponer y aprobar 
por la mayoría absoluta de sus miembros, 
moción de censura, respecto de los Secreta­
rios del Gabinete, Gerentes o Directores de 
las entidades descentralizadas del orden 
departamental y de los demás funcionarios 
departamentales que señale la ley.

La ley reglamentará esta moción de cen­
sura.

Artículo 32. El presente Acto Legislativo 
rige a partir de su promulgación.

Vuestra Comisión,
José Renán Trujillo García 

Senador de la República.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 37 

DE 1995 SENADO
“ley de protección penal de la tarjeta de 
crédito y demás dispositivos de acceso

Señor Presidente y señores miembros de la 

Comisión Primera Constitucional 
Senado de la República

Congreso Nacional.

Honorables Senadores:

Cumplo ante esta Comisión con el honro­
so encargo de rendir ponencia para el primer 
debate reglamentario de la Ley número 37 
de 1995, “Ley de protección penal de la 
tarjeta de crédito y demás dispositivos de 
acceso”.

El proyecto pretende tipificar como deli­
tos autónomos una serie de conductas que 
atentan contra la estabilidad de los sistemas 
de tarjetas de crédito y contra el patrimonio 
de los que ya como emisores, o como 
establecimientos afiliados, o como tarjetaha- 
bientes, se han vinculado contractualmente 
a ellos, comprometiéndose a actuar con 
diligencia y cuidado, probidad y buena fe. 
El contrato de tarjeta de crédito se ha defi­
nido como aquel mediante el cual una enti­

dad emisora concede un crédito rotatorio de 
cuantía y plazo determinado a una persona 
denominada usuario o tarjetahabiente, que 
ésta puede utilizar mediante la adquisición 
de bienes y servicios en los establecimien­
tos afiliados u obteniendo dinero en la enti­
dad emisora, ya directamente en ella o a 
través de sus corresponsales.

Como sistema, es el producto de los 
acuerdos suscritos entre la entidad emisora 
y sus usuarios o tarjetahabientes por una 
parte, y entre aquélla y sus establecimientos 
afiliados; por la otra, el entrelazamiento de 
estos contratos genera la creación de un 
sistema convencional que entra en acción u 
operación en el momento en que el 
tarjetahabiente y establecimiento afiliado 
se relacionan. La naturaleza del contrato 
suscrito entre las partes es el de crédito 
rotatorio, limitado en su cuantía y con unas 
plazos preestablecidos para su pago.

Pretende el proyecto de ley tutelar 
penalmente los derechos de las partes con­
tractuales, de las actividades delincuenciales 
de terceros que pretendan utilizar el sistema 
para obtener provecho para sí o para un 
tercero defraudando al sistema o al taijetaha- 
biente.

Considero pertinente llamar la atención 
sobre la necesidad de modificar, en parte, 
los artículos 42 y 52, ya que en los mismos 
se incluye, dentro de la conductas tipificadas 
como delitos, la tenencia, transporte y entre­
ga de dispositivos de acceso fraudulentos, 
adicionalmente a la utilización, tráfico y uso 
de los mismos, lo que en un momento dado 
puede ocasionar injusticias en la medida en 
que una compañía de transporte puede ver­
se comprometida en un delito en el cual no 
tiene participación, lo mismo que una perso­
na de buena fe, quien haya encontrado los 
documentos de otra y quiera entregárselos.

El artículo 62 tipifica como delito la 
obtención de un crédito en cuantía mayor a 
la inicialmente pactada entre el tarjeta- 
habiente y la entidad emisora o la red del 
sistema. Cuando el tarjetahabiente no can­
cela el mayor valor del crédito en el plazo 
señalado en el estado de cuenta inmediata­
mente posterior a la utilización excesiva de 
la tarjeta.

Se pretende penalizar con prisión el in­
cumplimiento de una obligación contractual 
por parte de su deudor, lo que conlleva a 
revivir la primitiva obligatio romana que se 
verificaba mediante el nexum, que consistía 
en la autopignoración del deudor, que habría 
sido el primer contrato que dio fuerza obli­
gatoria al debitum, pues el deudor o nexis 
podía ser arrestado por deudas insolutas.

El criterio equitativo del legislador roma­
no advirtió la inconveniencia de la existen­
cia de tan brutales normas y procedió en el 
año 326 ADC, expedir la lex poetelia 

papiria, que prohibió en forma terminante, 
que se encadenará, vendiera o se diera 
muerte al deudor condenado. Abolió indi­
rectamente el nexum y sentó el principio de 
que todo deudor debe solamente responder 
con su patrimonio y no con su persona.

El proyecto pretende penalizar la falta de 
cumplimiento de un deudor que no cancela 
su deuda en el plazo preestablecido para su 
pago, cuando excediere el cupo del crédito 
inicialmente pactado, como se puede com­
parar con la figura del derecho romano que 
establecía la prisión por deudas, el legisla­
dor romano exigía la condena del deudor 
para su apresamiento, y lo que se pretende 
en uno de los artículos del presente proyecto 
de ley es penalizar el solo incumplimiento 
por parte del deudor de una obligación 
personal en un plazo determinado.

Resulta igualmente aconsejable la modi­
ficación del artículo 82 del proyecto de ley 
que se refiere al suministro de datos falsos 
o incompletos para la obtención de disposi­
tivo de acceso, pues se trata de tipificar 
como delito el suministro de datos persona­
les incompletos al solicitar un dispositivo 
de acceso, y los equipara para su sanción 
con el suministro de datos falsos, conducta 
que debe penalizarse, mas no el suministro 
de datos incompletos que pueden ser el 
fruto más de un error que de la voluntad de 
engarñar.

Igualmente se propone la enmienda del 
mismo artículo 82. Dejando las acciones de 
los actores penales referidas, a quienes 
suministren datos falsos o incompletos pero 
con el propósito de producir confusión so­
bre su identidad personal, o una relación 
mayor de bienes a la real que conforman la 
prenda general de los acreedores o de una 
relación mayor de ingresos que pueda indu­
cir a error en la asignación del cupo del 
crédito o en la concesión del medio de 
acceso o en la afiliación del establecimiento 
de comercio.

La propuesta está más acorde con la 
naturaleza del contrato de tarjeta de crédito, 
como quiera que la información que requiere 
la entidad otorgante del crédito debe referirse 
a la identidad real del deudor. La relación real 
de los bienes que constituyen la prenda gene­
ral de los acreedores y una relación fidedigna 
de los ingresos del deudor.

Se adiciona el proyecto de ley con la 
figura de la utilización indebida de un dispo­
sitivo de acceso con la finalidad de crear, 
modificar o alterar el valor de un compro­
bante de venta con el fin de obtener un 
provecho para sí o para un tercero.

El proyecto, por lo demás, pretende adi­
cionar el régimen penal colombiano con una 
ley que además de lo establecido actual­
mente en materia de protección penal del 
patrimonio económico, proteja de manera
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sistema de dispo­especial la estabilidad del
sitivos de acceso (tarjeta^ de crédito, tarje­
tas débito, tarjeta inteligente, banda magné­
tica y clave o número de identificación
personal).

Resulta loable la inte
tiente unas conduc­

tas especiales, que se d
ói avances tecnoló-

de ley de tipificar penal 
nlción del proyecto

ai en el desenvol-

q je resulta aprove- 
quienes intentan o

vimiento comercial de 1 
gicos, referidas al maneje^ de valores, entre 
ellos el dinero plástico, 
chado ilícitamente por 
defraudan a las instituciones y a las personas 
usuarias de los dispositivos de acceso u 
otorgantes de comproba 
ta. Es toda una propue 
jurídicas para combatir 
pase desapercibido en- 
ser sancionado.

es de compraven- 
sta de herramientas 

delito para que no 
comunidad al no

el
a

El proyecto de ley trata de hacerles frente 
r lodernizado en la 

las instituciones 
o la fuerza del de­

a las bandas que se han 
forma de atentar contri 
crediticias. Aprovechan 
recho penal como instr 
que cuenta el Estado e 
delincuencia principalrpi

Reconociendo la en$ 
Carrara acerca de la in 
cho Penal de erradicar a 
el delito de la faz de la 
reconociendo la necesid; 
vos comportamientos s 
permito proponer: Dés 
Proyecto de ley número

a 
id 
utnento último con 
n la lucha contra la 
e ite la organizada, 
ei lanza del maestro 

rapacidad del dere- 
rsoluta y totalmente 
tierra, pero también 
a

;o

'37 de 1995, “por la 
cual se disponen med ie as de protección 

id
lás modificaciones

1 de castigar noci- 
ñales ilícitos, me 
primer debate al

penal de la tarjeta de eré 
sitivos de acceso”, con 
propuestas.

Luis Guillerm

to y demás dispo-

o Giraldo Hurtado 

Senador.

TEXTO DEL PROY
NUMERO 37 

“por medio de la cual s<

E CTO DE LEY
I E 1995

disponen medidas 
tarjetas de crédito 
' de acceso ”.

e
de protección penal de las 

y demás dispositivo.

Colombia,
DECRET

LOI

E1 Congreso de

X:

resiones empleadas 
qrán en su sentido 

uso general de las 
ares contenidas en 
es dará el sentido

CAPITL

Definiciones
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b) Tarjetahabiente. Una persona a quien 
se Te ha emitido o asignado un dispositivo 
de acceso;

c) Establecimiento afiliado. Cualquier 
persona que haya suscrito un contrato de 
afiliación con una entidad emisora para 
efectuar transacciones mediante la acepta­
ción de dispositivos de acceso;

d) Red. Organización encargada de ad­
ministrar un sistema de tarjeta de crédito de 
la cual son emisoras un número plural de 
entidades independieotes entre sí, o una 
infraestructura de cajeros automáticos o 
electrónicos, de aparatos para la transferen­
cia electrónica de fondos, o de mecanismos 
de verificación de dispositivos de acceso, 
que presta servicios de compensación de 
cuentas entre las distintas entidades emiso­
ras de un mismo sistema de tarjeta de 
crédito o entre distintos sistemas de tarjeta 
de crédito, y que puede haber sido diputada 
por sus asociados, para suscribir contratos 
de tarjeta de crédito con los tarjetahabien- 
tes o de afiliación con los establecimientos 
afiliados;

e) Dispositivo de acceso. Es cualquier 
tarjeta, placa, código, clave, número de 
cuenta o cualquier otro medio de acceso a 
cuentas que pueda utilizarse, sólo o en 
combinación con otro dispositivo de acce­
so, para obtener dinero, bienes, servicios o 
cualquier otra cosa de valor o para realizar 
transferencia directa de fondos entre cuen­
tas, emitido por una entidad emisora;

f) Tarjeta de débito. Dispositivo de ac­
ceso consistente en una tarjeta plástica, con 
banda magnética y caracteres en realce, 
emitido por la entidad emisora a un 
tarjetahabiente como accesorio a un contra­
to de cuenta corriente, bancaria o cuenta de 
ahorros celebrado entre ellos, o a cualquier 
otro contrato que consagre la emisión de 
dicho dispositivo y que permite al tarje­
tahabiente retirar fondos, hacer depósitos, 
abonar pagos de préstamos, realizar com­
pras y pagos de bienes y o servicios en 
establecimientos afiliados, hacer pagos por 
servicios públicos, con cargo directo a su 
cuenta.corriente bancaria o de ahorros o a 
cualquier otra clase de cuenta estipulada o 
efectuar transferencia directa de fondos 
entre cuentas;

h) Banda magnética. Una cinta magnéti­
ca, adherida a un dispositivo de acceso, que 
contiene los datos del tarjetahabiente, codifi­
cados por medios electrónicos que puedan 
leerse en una términal electrónica de una 
red de caj eros automáticos o de un estableci­
miento de crédito o en un punto de venta;

i) Clave o número de identificación per­
sonal. PIN. Es un código alfabético y /o 
numérico de varios caracteres, que opera 

como medio de identificación del tarjeta- 
habiente (firma electrónica), en una terminal 
electrónica, lectora de bandas magnéticas;

j) Tarjeta de memoria o tarjeta inteligen­
te. Es una tarjeta plástica con un dispositivo 
de acceso llamado chip, programado por 
adelantado con valor monetario, mediante la 
cual se pueden efectuar transacciones múl­
tiples, aun cuando la entidad emisora se 
encuentre fuera de línea;

k) Transacción. Acto que tiene lugar 
entre el tarjetahabiente y la entidad emisora 
directamente o a través de terceros autoriza­
dos, del cual surge un documento con voca­
ción para afectar la cuenta la tarjetahabiente 
y que puede realizarse a través de un cajero 
electrónico o de un datáfono;

l) Dispositivo de acceso fraudulento. Es i
un dispositivo de acceso falso o falsificado;

m) Dispositivo de acceso no autorizado. 
Es un dispositivo de acceso extraviado, 
hurtado, vencido, revocado o cancelado, o 
del cual se haga uso no autorizado por la 
entidad emisora o la red;

n) Cupo. Suma de dinero que la entidad 
emisora asigna a un tarjetahabiente para que 
haga uso y utilice un dispositivo de acceso 
sin sobrepasar su valor.

ñ) Comprobante de venta. Documento 
suministrado por la entidad emisora a sus 
establecimientos afiliados para ser utiliza­
do en el momento de una transacción; impri­
miendo en los datos de una tarjeta de 
crédito, y luego firmado por el tarjeta- 
habiente de diligencia por medios mecáni­
cos, electrónicos o a mano todos sus espacios 
en blanco, que prueba la compra de bienes o 
servicio por parte de un tarjetahabiente en un 
establecimiento afiliado.

o) Comprobante de venta previamente 
elaborado. Comprobante de venta que es 
presentado a un establecimiento afiliado 
para ser utilizado en una transacción, en el 
que se han impreso los datos de una tarjeta 
de crédito que no se exhibe y la identifica­
ción del tarjetahabiente, con anterioridad 
supuestamente por el tarjetahabiente, que 
en el momento de la transación esta ausente.

Artículo 3S. Cuando en esta ley se utilice 
simplemente el término dispositivo de ac­
ceso, se entenderá que se refiere indistinta­
mente a tarjeta de crédito, tarjeta de débito 
o tarjeta débito, tarjeta de memoria o tarjeta 
inteligente, banda magnética y clave o nú­
mero de identificación personal.

CAPITULO II 
De los delitos

Artículo 4S. Falsificación de dispositi­
vos de acceso y tenencia, tráfico y uso de 
dispositivos de acceso fraudulento. El que 
falsifique un dispositivo de acceso o trafique, 
posea, transporte, entregue, utilice o intente 
utilizar uno o más dispositivos de acceso
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fraudulentos, incurrirá en prisión de dos a 
seis años.

Si quien utiliza o intenta utilizar el 
dispositivo de acceso fraudulento fuere el 
mismo que lo falsificó, la pena se aumen­
tara hasta la mitad.

Artículo 5S. Tráfico y uso de dispositivos 
de acceso no autorizado. En la misma pena 
señalada en el primer inciso primero del 
artículo 4S, incurrirá el que trafique con uno 
o más dispositivos de acceso no autoriza­
dos, utilice o intente utilizar uno o más 
dispositivos de acceso no autorizado, así 
como el propietario, representante legal, 
factor o dependiente de un establecimiento 
afiliado que convenga aceptar una transac­
ción o recibir un pago con un dispositivo de 
acceso fraudulento o no autorizado.

Artículo 6S. Utilización fraudulenta de 
un comprobante de venta. El propietario, 
representante legal, factor o dependiente de 
un establecimiento afiliado, que aprove­
chando la tenencia transitoria en la gestión 
comercial de utilización de un dispositivo 
de acceso y sin autorización del titular, 
altere o aumente para su beneficio económi­
co o de un tercero, el valor de un compro­
bante de venta incurrirá en prisión de uno a 
tres años.

Artículo 72. Acceso no autorizado a una 
computadora o archivo o sistema automa­
tizado o electrónico. El que sin autorización 
o excediendo la autorización obtenida se 
procure acceso a una computadora o a un 
sistema de tratamiento automatizado de da­
tos, o a un sistema de transferencia electró­
nica de fondos, con el fin de utilizar, destruir, 
alterar, divulgar, transferir transmitir o co­
piar información obtenida en dicha 
computadora o archivo o sistema automati­
zado o electrónico, o para impedir, obstruir, 
obstaculizar o perturbar el uso y utilización 
eficiente de los mismos, o para manipular su 
funcionamiento o hacerlos ejecutar en ope­
raciones erradas,incurrirá en prisión de tres 
a seis años.

Si el acceso se procura con el propósito 
de realizar fraudulentamente, para si o en 
provecho de otro, un retiro o transferencia 
de fondos, la pena se aumentará en la mitad.

Artículo 8e. Suministro de datos falsos o 
incompletos para la obtención de dispositi­
vo de acceso. El que con el propósito de 
obtener para sí o para otro el otorgamiento 
de un dispositivo de acceso, por parte de 
una entidad emisora o la afiliación de un 
establecimiento en un sistema de tarjeta de 
crédito, directamente o a través de terceros, 
suministre por escrito datos falsos o desti­
nados a producir confusión sobre su identi­
dad personal, o una relación de bienes ma­
yor a la que realmente conforma su prenda 
general de los acreedores, o relate mayores 
ingresos que induzcan a error en la asigna­

ción del cupo del crédito, o en la concesión 
del medio de acceso o en la afiliación del 
establecimiento de comercio, incurrirá en 
prisión de uno a tres años.

Artículo 9S. Suministro de información 
o documentación para la producción, trá­
fico y utilización de dispositivos de acceso, 
fraudulentos o no autorizados. En la misma 
pena señalada en el inciso primero del artí­
culo 4S incurrirá el que suministre infor­
mación o documentación para la produc­
ción, tráfico o utilización de dispositivos de 
acceso fraudulento o no autorizado.

Artículo 10. Propuesta y aceptación de 
comprobantes de venta previamente elabo­
rados como forma de pago del precio. El 
que con el propósito de adquirir bienes y /o 
servicios proponga a un establecimiento 
afiliado la aceptación de un comprobante de 
venta previamente elaborado, como forma 
de pago del precio, incurrirá en dos a seis 
años de prisión.

En la misma pena señalada en el inciso 
anterior incurrirá el propietario, representante 
legal factor o dependiente de un estableci­
miento afiliado que convenga en aceptar una 
transacción o recibir un pago con un compro­
bante de venta previamente elaborado.

Artículo 11. De la detención. La deten­
ción preventiva procede en todos los delitos 
contemplados en la presente ley. En este 
sentido entiéndese adicionado el numeral 3S 
del artículo 397 del Decreto 2700 de 1991.

Artículo 12. La presente Ley rige a partir 
de su promulgación.

Título: Proyecto de ley por medio de la 
cual se disponen medidas de protección 
penal de las tarjetas de crédito y demás 
dispositivos de acceso.

Atentamente,
Luis Guillermo Giraldo Hurtado.

Senador.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 

139 DE 1995 SENADO
“por la cual se desarrolla el artículo 90 de 
la Constitución Política de Colombia y se 

dictan otras disposiciones. ”

Señor Presidente

Demás miembros

Comisión Primera

Senado de la República

E. S. D.

Señor Presidente:

Me permito rendir ponencia para primer 
debate, al Proyecto de ley número 139 de 
1995, “por la cual se desarrolla el artículo 
90 de la Constitución Política de Colombia 
y se dictan otras disposiciones”.

El proyecto busca establecer responsabi­
lidades especiales para el Estado colombia­
no en asuntos relacionados con la guerrilla 
y las conversaciones de paz.

El instituto jurídico de la responsabilidad 
es de reciente aparición en la evolución del 
Estado, en razón a que la actividad estatal se 
caracterizó durante el transcurso de varios 
siglos, precisamente por su irresponsabilidad.

El papel protagónico del individuo den­
tro del contexto de la sociedad política, 
explica la estructura de estados liberales 
como sistemas de balanzas y contrapesos, 
que pretende evitar a los detentadores del 
poder la posibilidad de abusar de él, en 
detrimento de la libertad de los gobernados.

Desde la aparición de la figura de la 
responsabilidad estatal en la legislación 
francesa hasta la época actual, se ha regis­
trado una notable evolución en su aprecia­
ción y consagración legislativa. Específica­
mente en nuestro país, se debe registrar la 
importancia que ha tenido la interpretación 
jurisprudencial para imprimirle rasgos ca­
racterísticos y delimitar los elementos cons­
titutivos de la responsabilidad del Estado, 
culminando este proceso con la consagra­
ción en el artículo 90 de la Constitución 
Política, el cual debe entenderse en conso­
nancia con los postulados de un estado 
social de derecho y con una acentuada 
preeminencia de los derechos y garantías 
fundamentales reconocidas a sus habitan­
tes.

El citado precepto constitucional, distin­
gue el fundamento de la responsabilidad 
para el funcionario y para el Estado. Asume 
para el primero, como origen de su respon­
sabilidad patrimonial la configuración de la 
falla en el servicio, fundada en razones 
objetivas y como base de la responsabilidad 
del funcionario, la culpa.

Efectivamente, del análisis del artículo 
90 de la Carta, se pueden deducir los si­
guientes elementos o condiciones para que 
se configure la responsabilidad patrimonial 
del Estado:

1. La existencia de un daño antijurídico, 
es decir que se vulnere una situación jurídi­
camente protegida, ya que la indemnización 
no puede extenderse a quienes se encuen­
tren en situación ilegal, como sería el caso 
que se presentaría cuando se derrumba el 
muro de un establecimiento carcelario, jus­
to cuando un grupo de reclusos pretende 
escapar.

2. La existencia de un nexo causal entre 
el daño y la conducta del agente público. El 
daño debe necesariamente vincularse al 
hecho de una persona en ej ercicio de funcio­
nes públicas. Ese nexo de causalidad debe 
ser directo, más no exclusivo, ya que el daño 
indirecto excluye la responsabilidad de la 
administración. Así se explica que el Estado
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no responda de los perjuicios que se derivan 
de la intervención de un tercero. Tampoco es 
responsable el Estado por daños imputables a 
culpa de la víctima. Ni se«á responsable cuan­
do ocurra la fuerza mayor] o el caso fortuito, es 
decir “el imprevisto qi e [no es posible resis­
tir”. En todos estos casos la relación directa de 
causalidad entre la conducta del agente públi­
co y el daño se destruye.

3. La conducta, acción y omisión, causan­
te del daño, debe proveúir de la autoridad.

Ahora bien, según la Jurisprudencia, un 
daño antijurídico es imputable al Estado 
“...en los casos en que la falta o falla 
administrativa es el resu tado de omisiones, 
actuaciones, extralimita iones en el servicio 
que el Estado está en ca oacidad de prestar 
a los asociados, mas no ?n los casos en que 
la falta tiene su cause en la imposibilidad 
absoluta por parte de k? > entes estatales de 
prestar un determinado servicio” (Consejo 
de Estado, Sala de lo Coi itencioso Adminis­
trativo, Sección III, Ser t< ncia de diciembre 7 
de 1977). (Resaltado y n ayúscula por fuera 
del texto).

“...sería un absurdo jue se pretendiera 
exigir del Estado la prt lección individual 
hasta el último riesgo y i '.asta la más impre­
visible amenaza. Consti uiría esto una nue­
va versión del Estado- G endarme, tan pere­
grina como imposible; e piivaldría a solici­
tar del Estado la aplicación de atributos 
mágicos de que indudal lemente carece.

“...cuando sobreviene fi circunstancias ex­
traordinarias se requiere entonces la presen­
cia especial de la autoridad. Si ésta no 
acude, su omisión comentida se resuelve 
necesariamente en negligencia, causante 
de perjuicios y originar la de responsabili­
dad. No se puede respor sabilizar al Estado 
por la actividad furtiva > esporádica de los 
delincuentes. Se le responsabiliza cuando 
el desorden causante iel daño de hace 
empresa pública, y aquí l no intenta siquie­
ra contrarrestarlo."Consejo de Estado, fa­
llo de noviembre 17 de 967). (Resaltado y 
mayúscula por fuera de ¡ texto).

“Claro está que esta re sponsabilidad con­
sagrada en forma tan latí en la Constitución 
está atemperada primero por el mismo poder 
del Estado que limita los derechos del ciuda­
dano, creando reglamen aciones en la medi­
da que él pueda prestí r los servicios, entre 
otros pueden citarse o> relacionados con 
urbanizaciones, reunidm ;s públicas, porte de 
armas, comercios, etc , ;s decir, permite el 
ejercicio de los derecho, que está en capa­
cidad de garantizar y proteger y prohíbe 
aquellos cuyo ejercicio r o podría garantizar, 
y en segundo lugar, la mi sma jurisprudencia 
ha limitado esta noción al expresar que al 
Estado no se le puede responsabilizar de 
hechos que materialmer te no tuvo el poder 
de controlar, como aqme los que se suceden 

dentro de un recinto privado completamente 
cerrado -en el hogar por ejemplo-, o en 
sitios despoblados, en ausencia de las auto­
ridades públicas, siempre y cuando éstas 
no estuvieren en la obligación de estar en 
tales lugares.

Pero, se repite, la responsabilidad esta­
tal surgirá siempre que las autoridades 
pudiendo y debiendo hacerlo para el caso 
específico dejen que se desconozcan los 
derechos a la vida, honra y bienes de las 
personas residentes en el país por parte de 
otras personas, o cuando el mismo Estado 
vulnere tales derechos”. (Consejo de Esta­
do, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Sentencia de diciembre 7 
de 1977). (Resaltado mío).

Brevemente esbozado, como ha queda­
do, el desarrollo normativo y jurisprudencial 
en torno al tema de la responsabilidad del 
Estado, es preciso confrontarlo con el al­
cance del proyecto de ley respecto del cual 
rindo ponencia, lo que realizaré sin olvidar 
los principios que informan esta institución 
jurídica, basados en las modernas teorías 
de solidaridad social, responsabilidad por 
daños especiales y por razones de equidad.

Es preciso enfatizar, con el debido respe­
to que me merece el honorable Senador 
Juan Carlos Castro Arias, luego de realizar 
un profundo análisis jurídico sobre esta 
materia, que el presente proyecto de ley 
más que pretender desarrollar el artículo 90 
de la Constitución, lo desborda, pues sin 
lugar a dudas va más allá del querer del 
constituyente el pretender responsabilizar 
patrimonialmente al Estado de manera ge­
nérica por las actuaciones terroristas de los 
grupos subversivos.

Sin desconocer las especiales condicio­
nes socio-políticas que en nuestro país han 
permitido la consolidación del accionar de 
grupos subversivos, los cuales cada vez 
con mayor desenfreno adelantan acciones 
terroristas y violentas en contra del orden 
institucional, con las inevitables repercusio­
nes en la vida y bienes de la inerme población 
civil, desde ningún punto de vista resulta 
conveniente consagrar, como respuesta 
institucional a esta problemática, por vía 
general la responsabilidad del Estado.

No se puede compartir la tesis expuesta 
en la exposición de motivos, en el sentido 
de que en la actualidad impera la total 
irresponsabilidad del Estado sobre los per­
juicios y cargas que deben soportar las 
personas que habitan zonas de nuestro país 
expuestas al accionar de los grupos subver­
sivos. La sustentación de tal postulado 
evidencia el desconocimiento de normas 
que como la contenida en la Ley 104 de 
1993, pretenden poner a disposición del 
Estado Colombiano instrumentos que le 
permitan garantizar la vigencia del Estado 

Social de Derecho, protegiendo a plenitud 
los derechos y garantías fundamentales re­
conocidos en la Carta Política, por ello se 
consagran en la citada norma procedimien­
tos especiales para la atención de las vícti­
mas de atentados terroristas cometidos con 
bombas o artefactos explosivos y las tomas 
guerrilleras que afecten indiscriminadamente 
a la población, se consagra especial asistencia 
humanitaria y la ayuda indispensable para 
“atender requerimientos urgentes y necesa­
rios para satisfacer los derechos constitucio­
nales de dichas personas que hayan sido 
menoscabadas por actividades terroristas”.

Resulta obvio que la norma en cita pre­
tende responder, desde una perspectiva ló­
gica y posible, a la filosofía consagrada en 
el artículo 90 de la Constitución Nacional.

Además, no debemos olvidar que de 
acuerdo a la competencia que se le atribuye 
al Consejo de Estado, para conocer sobre 
juicios de responsabilidad del Estado, esta 
Corporación ha sido prolífica en condenas 
de esta naturaleza, considerando para cada 
caso en particular las situaciones de hecho 
que configuraron la falla del servicio, con lo 
cual se ha dinamizado el contenido norma­
tivo del artículo 90 de la Carta, aplicando 
para el efecto las modernas teorías que 
propenden porque impere el respeto a la 
dignidad humana, la solidaridad social y la 
debida protección a la población que resulta 
gravemente perjudicada por los ataques 
aleves generados en la lucha por el poder.

En sentencia de noviembre 3 de 1994, 
con ponencia del Consejero, doctor Juan de 
Dios Montes Hernández, el Consejo de 
Estado se refirió a los casos en que no hay 
responsabilidad estatal por atentados terro­
ristas, en los siguientes términos:

“Como se ha dicho, a las autoridades 
públicas no puede exigírseles lo imposible, 
como adoptar medidas fuera de su alcance 
en cuanto a recursos económicos se refiere 
para repeler la acción de mentes desquicia­
das y criminales; con las limitaciones que 
tiene la administración en países como el 
nuestro, no se puede pedir que para cada 
ciudadano o frente a cada bien que pudiera 
resultar vulnerado, se disponga de un agente 
policial o vigilancia especial con el objeto 
de contrarrestar los atentados de la delin­
cuencia organizada, so pena de resultar 
comprometida la responsabilidad de la ad­
ministración.”

En la misma providencia, el Consejo de 
Estado acoge la tesis sustentada por el 
Tribunal de primera instancia que precisa:

“No cree este Tribunal que en el caso a 
estudio se presenta la falla del servicio pues 
no se configuran los elementos anterior­
mente señalados, y no obra en el expediente 
prueba alguna de que la sociedad actora 
hubiera solicitado protección especial por 
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haber sido amenazada con un atentado terro­
rista y que las autoridades no hubieren 
prestado esa protección.

Así las cosas, el Estado debe procurar el 
bien común, el bienestar de la comunidad y 
para su efectividad debe cumplir con las 
obligaciones que le señalan la Constitución 
y las leyes, Pero estas obligaciones no 
pueden ser ilimitadas hasta el punto de 
exigírsele una protección a los administra­
dos con el fin de evitar hasta los mínimos 
riesgos.

Para que se configure la falla del servicio 
es necesario que éste no se haya prestado o 
que se haya prestado en forma inoportuna o 
ineficaz.

Al Estado, en cumplimiento de su prima­
ria obligación de proteger a las personas en 
su vida, honra y bienes, no puede exigírsele 
hasta lo imposible, ni se le puede 
responsabilizar por todas las consecuencias 
de las violentas acciones de aquellas perso­
nas que buscan con su comportamiento 
causar un desmedro a la estabilidad del 
Estado.

Deducir responsabilidad del Estado si­
guiendo al pie de la letra el artículo 16 
reformado por el artículo 90 de la Nueva 
Constitución Política de Colombia, puede 
ser excesivo para éste; es entender en térmi­
nos de obligaciones jurídicas un deber ge­
neral de protección a las personas en su 
vida, honra y bienes. Ello se presta a 
extralimitaciones que, para evitarse, exi­
gen una imputabilidad más precisa, como 
puede ser la falla del servicio en una opera­
ción concreta; de otro modo el Estado 
sería responsable de todas las hipótesis, 
porque un ciudadano mata a otro, o injuria 
en la calle, o le causa daño a bienes.”

Y, más adelante, citando un pronuncia­
miento de la misma Corporación, de octubre 
11 de 1990, manifiesta:

“Es cierto que en los términos del artícu­
lo 16 de la Constitución Política las autori­
dades están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra y bienes y que a partir de este 
texto se fundamenta la responsabilidad del 
Estado, pero también lo es que esa respon­
sabilidad no resulta automáticamente 
declarada cada vez que una persona es 
afectada en tales bienes, pues la determi­
nación de la falla que se presenta en el 
cumplimiento de tal obligación depende 
en cada caso de la apreciación a que 
llegue el juzgador acerca de las circuns­
tancias de tiempo, modo y lugar como se 
sucedieron los hechos, así como de los 
recursos con que contaba la administra­
ción para prestar el servicio, para que 
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pueda deducir que la falla se presentó y que 
ella no tiene justificación alguna, todo den­
tro de la idea de que 'nadie es obligado a lo 
imposible’.” (Resaltado y mayúsculas fue­
ra del texto).

En consonancia con lo hasta ahora ex­
puesto, considero que, sin demeritar las 
buenas intenciones que le asisten al propo­
nente de este proyecto de ley, resulta un 
despropósito consagrar por vía general la 
presunción de responsabilidad patrimonial 
del Estado por causa de atentados terroris­
tas de grupos subversivos. Lo que, además, 
generaría que una altísima parte del Presu­
puesto Nacional tuviera una destinación 
específica, pues no debemos desconocer la 
frecuente ocurrencia de este tipo de accio­
nes en nuestro país.

Además de lo anterior, que por sí solo es 
representativo para poner de manifiesto la 
improcedencia de tramitar este proyecto de 
ley, debo consignar, finalmente, que de la 
manera como se plasma la responsabilidad 
del Estado por acciones terroristas de gru­
pos subversivos y de acuerdo con lo estatui­
do por el artículo 90 de la Carta Política, se 
consagraría la posibilidad de considerar 
como actos realizados por autoridades pú­
blicas, a las acciones violentas perpetradas 
por tales grupos, lo cual de ninguna manera 
responde a la filosofía del principio consti­
tucional.

Por las razones esbozadas me permito 
proponer: Archívese el Proyecto de ley 
número 139 de 1995, “por la cual se desa­
rrolla el artículo 90 de la Constitución Polí­
tica de Colombia y se dictan otras disposi­
ciones”.

De los honorables Senadores,
Luis Guillermo Giraldo Hurtado, 

Senador de la República.
* * *

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 90 

DE 1995 SENADO, 172 DE 1995 
CAMARA

“por medio de la cual la Nación impulsa el 
progreso y desarrollo del Municipio de 
Armero-Guayabal, Tolima y se autorizan 
apropiaciones presupuéstales para com­

pletar obras de infraestructura

Honorables Senadores:

Atentamente rindo ponencia para segun­
do debate al Proyecto de ley número 90 de 
1995 Senado, “por medio de la cual la 
Nación impulsa el progreso y desarrollo del 
Municipio de Armero - Guayabal, Tolima y 
se autorizan apropiaciones presupuéstales 
para completar obras de infraestructura”. 
Presentado a consideración del Congreso de

Página 13 

la República por el honorable Representan­
te Jorge Gongora Arciniegas.

En la ponencia para segundo debate reco­
miendo a la Comisión Cuarta Constitucio­
nal del Senado se tenga en cuenta las 
modificaciones planteadas al título y conte­
nido que se presentaron en la ponencia para 
segundo debate de la honorable Cámara de 
Representante dentro del proyecto registra­
do en esa Corporación bajo el número 172 
de 1995.

Lo anterior en razón a que comparto el 
espíritu planteado por los Representantes 
ponentes Juan José Medina Berrio y Loren­
zo Rivera Hernández, cuyas consideracio­
nes me permito resumir en su contenido de 
la siguiente manera:

1. El hoy Municipio de Armero - Guayabal, 
sobre el cual el proyecto de ley centra su 
atención, fue reconocido como tal, a partir 
de los sucesos de la tragedia del Nevado del 
Ruiz, ocurrida el 13 de noviembre de 1985, 
una de las más graves calamidades públicas 
que ha afrontado el país, peturbando su 
orden económico y social.

Antes de la tragedia, conocido sólo como 
Guayabal, era un corregimiento con 2.500 
a 3.000 habitantes. Durante los hechos 
en mención, su reducido casco urbano 
albergó a más de 25.000 habitantes. Hoy 
como ente territorial, con autonomía propia, 
registra 19.000 personas en el área de su 
jurisdicción.

2. Es conveniente tener presente que los 
hechos del 13 de noviembre de 1985, no 
pueden considerarse exclusivamente como 
la tragedia de Armero. Con tal denomina­
ción se reconoció este suceso a nivel nacio­
nal y mundial dado que el Municipio de 
Armero y sus habitantes fueron los más 
afectados por tal catástrofe.

Lo ocurrido, conforme lo certifican las 
acciones desarrolladas, las inversiones eje­
cutadas y las normas dictadas, enfocaron y 
atendieron la tragedia originada en la activi­
dad volcánica del Nevado del Ruiz sobre 
los 17 municipios damnificados en los De­
partamentos de Tolima y Caldas. Por ello 
las labores y gestiones adelantadas se orien­
taron a la reconstrucción, rehabilitación y 
atención de la zona afectada.

3. El presente proyecto de ley procura 
canalizar para el Municipio de Armero- 
Guayabal, mediante el Presupuesto General 
de la Nación, el Sistema Nacional de 
Cofinanciación y los Ministerios de Educa­
ción Nacional y Salud, la destinación de 
recursos económicos para la financiación 
de algunas obras de infraestructura en los 
sectores: Servicios públicos domiciliarios, 
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recreación, cultura, dkorte, educación y 
salud.

4. Reiteramos nuesjró apoyo a la inten­
ción del autor en reconocer para la localidad 
de Armero-Guayabal la necesidad de impul­
sar su progreso y desarrollo, no sólo por su 
protagónico papel dentro de la tragedia, sino 
por su condición de municipio reciente; for­
zado a tal por las circunstancias menciona­
das, las cuales lo obligan a avanzar dentro 
del proceso coyuntural di ¡scentralizador que 
vive la Nación.

5. No obstante, reaf irn lamos que la acción 
en torno a la catástrofe conllevó a que: La 
aplicación de las norrias proferidas, la 
gestión gubernamental y la solidaridad 
de la comunidad nacionál e internacional seI
orientarán a la rehabilitación socioeco­
nómico y material del cc njunto de la pobla­
ción y zonas afectadas por la tragedia del 
Nevado del Ruiz.

Por ello, el Municipio de Armero - 
Guayabal, para obras de i ífraestructura, aten­
ción general a damnificados y otros concep­
tos, se beneficio, al igual que las otras 
localidades damnificaÜí s de: la asignación 
destinación y ejecución de apropiaciones 
del Presupuesto Gene al de la Nación; 
donaciones y aportes fís icos y económicos, 
tanto internos como exte rnos allegados para 
la reconstrucción de la ; ona afectada.

6. Si bien es cierto qpe a Ja localidad se 
destinaron recursos físicos y económicos, 
que por aquel entonces le permitieron aten­
der la emergencia; cubr ir necesidades; am­
pliar, adaptar y mejorar $ u infraestructura en 
la medida de su expans: ón territorial, tanto 
en servicios públicos, co mo en otros que son 
contemplados en la inic ¡ativa; no es menos 
cierto que, a la fecha tales inversiones 
ameritan complementar se para el manteni­
miento, rehabilitación o continuación de las 
obras adelantadas.

7. Conceptuamos que tanto hacia el Mu­
nicipio de Amero-Gu< y ibal, como aquellas 
otra localidades que albe rgaron a damnifica­
dos y sufrieron las consecuencias de la 
tragedia del Nevado de Ruiz, la gestión y 
acción gubernamental di be apoyar y promo­
ver la continuidad de los planes programas e 
inversiones en ellos efectuadas.

Deberá fortalecerse e n tales entes territo­
riales la recuperación que alcanzaron con la 
ayuda y recursos físico; y económicos des­
tinados a cada uno con c bjeto de la tragedia. 
Continuar y complementar las acciones e 
inversiones practicadí s m su infraestructura 
física e impulsar los prc gramas y proyectos 
desarrollados en otra ái eas y sectores.

8. Le corresponde al Gobierno Nacional, 
mediante las entidades i su cargo: evaluar y
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conceptuar a cerca del progreso y desarro­
llo socioeconómico de tales localidades, 
incluido el Municipio de Armero - 
Guayabal; el bienestar de sus habitantes y 
el impacto y beneficio real que alcanzaron 
con los recursos físicos y económicos a 
ellas incorporados durante el período 1985 
- 1989.

Analógicamente, le corresponderá esta­
blecer e identificar, dentro de tal evalua­
ción: las condiciones y estado actual de los 
sobrevivientes y damnificados de la ava­
lancha, diseminados a lo largo del territorio 
nacional, con preferencia en los municipios 
que componen el Departamento del Tolima.

En consecuencia nos permitimos proponer 
a los honorables Senadores: Dése segundo 
debate al Proyecto de ley número 90 de 1995 
Senado, “por medio de la cua la Nación 
impulsa el progreso y desarrollo del Munici­
pio de Armero-Guayabal, Tolima y se autori­
zan apropiaciones presupuéstales para com­
plementar obras de infraestructura”.

Jorge E. Gechem Turbay. 

Senador ponente.
* * *

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 

125 DE 1995 SENADO
“por medio de la cual se aprueba el Pro­
tocolo sobre el Programa para el Estudio 
Regional del Fenómeno El Niño en el 
Pacífico Sudeste, suscrito en Puerto Callao, 

Perú, el 6 de noviembre de 1992”.

Honorables Senadores:

Por honroso encargo que me encomendó 
la Presidencia de la honorable Comisión 
Segunda Constitucional Permanente del 
Senado de la República, me permito pre­
sentar ponencia para segundo debate del 
Proyecto de ley 125 de 1995 Senado sobre 
el Programa para el Estudio Regional del 
Fenómeno de “El Niño”, ante lo cual 
presento las siguientes consideraciones:

1. Antecedentes
En el ambiente del Mar Pacífico sector 

Sudeste, se generan en forma continua fenó­
menos oceánico-atmosféricos que produ­
cen diversas circunstancias en las pobla­
ciones por las que pasan estos fenómenos, 
unos, buenos que favorecen la economía de 
las regiones ya que el cambio de las co­
rrientes llevan a las diversas especies ma­
rinas cerca de las costas, e incluso las 
tierras para la agricultura se ven favoreci­
das en estas épocas. Pero también las hay 
malas y afectan considerablemente las con­
diciones socio-económicas de los pueblos, 
llegando a tener alcances de carácter global.
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Todo lo anterior y la continua presencia 
de uno de estos fenómenos, “El Niño”, han 
hecho que nos obliguemos a una coopera­
ción internacional para comprender y cono­
cer estos fenómenos y así poder predecir y 
pronosticar sus efectos tanto climatológicos 
como socio-económicos, para permitir polí­
ticas de adaptación o de emergencia frente 
a circunstancias agrícolas, aeronáuticas, 
navegación, rendimiento pesquero, indus­
trial y recursos hidrobiológicos que nos 
permitan conocer la variabilidad climática y 
prevenir las situaciones que generarían ca­
tástrofes.

Frente a estas circunstancias, llevó a que 
los Estados de Colombia, Chile, Ecuador y 
Perú, los cuales desde 1974, conforman la 
“CPPS” o Comisión Permanente del Pací­
fico Sur, a crear el Estudio Regional del 
Fenómeno El Niño (ERFEN) tema que nos 
convoca hoy y el cual se encuentra asesora­
do por organismos especializados de carác­
ter internacional.

2. Fenómeno “El Niño” - ENOS
El fenómeno “El Niño”, es una condi­

ción natural de carácter de interacción entre 
el Océano y la Atmósfera, la cual produce 
cambios abruptos en las zonas de alta pre­
sión y en los patrones de circulación atmos­
férica y oceánica. Ocurre de manera cíclica, 
con períodos irregulares durante los últimos 
40 años, entre los cuales ha fluctuado entre 
3 y 7 años, incidiendo de manera directa y 
catastrófica en la economía de los países a 
escala global, particularmente en aquellos 
localizados sobre la margen oriental del 
Pacífico Tropical, entre ellos nosotros, Co­
lombia. Es una extensión natural que puede 
alcanzar hasta los 180 grados de longitud 
Oeste y se denominó así, porque siempre se 
presenta con las fiestas navideñas.

Técnicamente se le denomina fenómeno 
“ENOS” (El Niño Oscilación-Sur) y ha 
tenido seria responsabilidad en numerosos 
desastres relacionados con el clima a través 
de los tiempos, produciendo huracanes, inun­
daciones y sequías.

La primavera de 1982 fue notable por el 
alto grado de variaciones de presión en la 
oscilación austral y los vientos del Este en 
el Pacífico Ecuatorial cesaron entre mayo y 
junio. En julio el caudal medio sobre la zona 
cambió a dirección Oeste y se mantuvo así 
hasta diciembre, generando una espectacu­
lar variación en las precipitaciones a gran 
escala en el Pacífico Ecuatorial, mientras en 
regiones como Indonesia y Australia pade­
cían severas sequías, que causaron no sólo 
pérdidas agrícolas sino humanas, pues murie­
ron 340 personas por física hambre y dejó 
2.500 millones de dólares de pérdidas. En 
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materia de fauna y flora, en la Isla de 
Navidad, se perdieron totalmente 15 espe­
cies de flores y matas casi exclusivas de esa 
isla, así como 17 millones de aves desapa­
reció y no se han vuelto a ver.

Así mismo, genera cambios internos sor­
prendentes tales como, calentamiento del 
agua por encima del promedio en más de 3 
grados lo cual en la superficie causa: Au­
mento del nivel medio del mar, profundización 
de la termoclima, atenúa el proceso de 
afloración, limita la renovación de nutrien­
tes, disminuye la producción ictiológica 
primaria, cambia la composición y distribu­
ción de la pesca y fauna, en últimas causan­
do una gran morbilidad de varias especies 
marinas que no soportan tales cambios tan 
rápidos.

UBICACION GEOGRAFICA DEL AREA DE ESTUDIO Y 
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El equilibrio del agua que circula por tierra, mar y aire se altera 
durante los años de El Niño

Viernes 24 de noviembre de 1995

Específicamente en Colombia, se da una 
circunstancia ilógica, mientras por sectores 
del Mar Pacífico, es decir, cerca a las costas, 
aumentan las especies marinas favorecien­
do al sector pesquero y a los pescadores 
sencillos individuales; por otro lado afecta 
esencialmente al sector energético colom­
biano, el suministro de agua potable, la 
producción agrícola y ganadera por el efec­
to del régimen de lluvias.

3. Explicación:
El proyecto contiene veinticuatro (24) 

artículos que determinan temas fundamen­
tales, tales como: Area de aplicación, obli­
gaciones de las partes, vigilancia, formas y 
tipos de cooperación, el buen intercambio 
de información, los mecanismos institu­
cionales y la estructura de la organización y 

su financiamiento. Que procuran darle un 
marco jurídico e institucional al “EFREN”, 
el cual estará coordinado por cuatro frentes 
de dirección, así:

1. Unidad Ejecutiva o de Coordinación, 
CPPS.

2. Comité Científico Regional, CR, 
ERFEN.

3. Comités Nacionales, CN, ERFEN.

4. Instituciones Especializadas, IE, 
ERFEN.

Esta es una iniciativa del CPPS apoyada 
por el Gobierno Nacional, particularmente 
por el Ministerio del Medio Ambiente, se­
guida por los Ministerios de Defensa Nacio­
nal y obviamente por el Ministerio de Rela­
ciones Exteriores, quienes tienen bajo su 
responsabilidad colaborar en el importante 
desarrollo de estos propósitos.

Fuera de las diversas responsabilidades 
que cada una de las partes tiene como 
integrante del EFREN, tales como, colabo­
ración, participación activa con miembros y 
equipos, selección científica y flexibilidad 
en fronteras marítimas para los equipos 
especializados en el estudio, también parti­
ciparán obligatoriamente de las contribu­
ciones para el debido financiamiento del 
proyecto sin descartar la colaboración de 
organismos u otras fuentes.

Honorables Senadores, después de estos 
análisis y razonamientos sobre la importan­
cia en el desarrollo de programas efectivos 
para un debido seguimiento a un proceso 
natural convertido en fenómeno y que viene 
fortaleciéndose en sus últimos años causan­
do graves problemas para la vida ordinaria 
de nuestra sociedad y con el fin de estable­
cer una colaboración internacional al res­
pecto para fortalecer nuestro sistema de 
atención y prevención de desastres y catás­
trofes tanto humana como en la fauna y la 
flora, vista la viabilidad legal y constitucio­
nal, solicito se le dé segundo debate positi­
vo o de aprobación al “Protocolo sobre el 
Programa para el Estudio Regional del 
Fenómeo El Niño en el Pacífico Sudeste”, 
el cual fue suscrito en la ciudad de Puerto 
Callao, Perú, el día 6 de noviembre de 1992.

Jairo Clopatofsky Ghisays 

Senador de la República de Colombia.
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a) Análisis espectral de las anomalías lSM en Buenaventura y Tumaco
b) Anal rsís espectral de las anomal ías de NMM en Buenaventura v Tumaco
c) Análisis espectral de las anomalías de TA en Buenaventura y Tumaco.
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